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ACTO LEGISLATIVO NUMERO 03 DE 2005

(diciembre 29)

por el cual se modifica el artículo 176  
de la Constitucion Política.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 176 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 176. La Cámara de Representantes se elegirá en circuns-
cripciones territoriales, circunscripciones especiales y una circunscrip-
ción internacional.

Habrá dos representantes por cada circunscripción territorial y uno 
más por cada 365.000 habitantes o fracción mayor de 182.500 que ten-
gan en exceso sobre los primeros 365.000.

Para la elección de Representantes a la Cámara, cada departamento 
y el Distrito Capital de Bogotá conformarán una circunscripción terri-
torial.

La ley podrá establecer una circunscripción especial para asegurar la 
participación en la Cámara de Representantes de los grupos étnicos y 
de las minorías políticas.

Mediante esta circunscripción se podrán elegir hasta cuatro repre-
sentantes.

Para los colombianos residentes en el exterior existirá una circuns-
cripción internacional mediante la cual se elegirá un Representante a la 
Cámara. En ella solo se contabilizarán los votos depositados fuera del 
territorio nacional por ciudadanos residentes en el exterior.

Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la asignación de las 
curules adicionales se ajustará en la misma proporción del crecimiento 
de la población nacional, de acuerdo con lo que determine el censo. Le 
corresponderá a la organización electoral ajustar la cifra para la asigna-
ción de curules.

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación de la fórmula con-
tenida en el presente artículo, una circunscripción territorial pierde una 

o más curules, mantendrá las mismas que le correspondieron a 20 de 
julio de 2002.

Parágrafo transitorio. El Congreso de la República reglamentará la 
circunscripción internacional a más tardar el 15 de diciembre de 2005, 
caso contrario, lo hará el Gobierno Nacional dentro de los quince (15) 
días siguientes a esa fecha; incluirá entre otros temas: inscripción de 
candidatos, inscripción de ciudadanos habilitados para votar en el ex-
terior, mecanismos para promover la participación y realización del es-
crutinio de votos a través de los Consulados y financiación estatal para 
visitas al exterior por parte del Representante elegido.

Artículo 2°. Lo dispuesto en este Acto Legislativo en relación con 
la conformación de la Cámara de Representantes por circunscripciones 
territoriales regirá a partir de las elecciones que se celebren en el año 
2010. Lo relativo a las circunscripciones especiales y a la circunscrip-
ción internacional regirá a partir de las siguientes elecciones posterio-
res a su vigencia.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.
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REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase,

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministerio del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

LEY 1004 DE 2005

(diciembre 30)

por la cual se modifican un régimen especial para estimular  
la inversión y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

CAPITULO I

Zona franca

Artículo 1°. La Zona Franca es el área geográfica delimitada dentro 
del territorio nacional, en donde se desarrollan actividades industriales 
de bienes y de servicios, o actividades comerciales, bajo una normativi-
dad especial en materia tributaria, aduanera y de comercio exterior. Las 
mercancías ingresadas en estas zonas se consideran fuera del territorio 
aduanero nacional para efectos de los impuestos a las importaciones y 
a las exportaciones.

Artículo 2°. La Zona Franca tiene como finalidad:

1. Ser instrumento para la creación de empleo y para la captación de 
nuevas inversiones de capital.

2. Ser un polo de desarrollo que promueva la competitividad en las 
regiones donde se establezca.

3. Desarrollar procesos industriales altamente productivos y com-
petitivos, bajo los conceptos de seguridad, transparencia, tecnología, 
producción limpia, y buenas prácticas empresariales.

4. Promover la generación de economías de escala.

5. Simplificar los procedimientos del comercio de bienes y servicios, 
para facilitar su venta.

Artículo 3°. Son usuarios de Zona Franca, los Usuarios Operadores, 
los Usuarios Industriales de Bienes, los Usuarios Industriales de Servi-
cios y los Usuarios Comerciales.

El usuario operador es la persona jurídica autorizada para dirigir, 
administrar, supervisar, promocionar y desarrollar una o varias Zonas 
Francas, así como para calificar a sus usuarios.

El Usuario Industrial de Bienes es la persona jurídica instalada ex-
clusivamente en una o varias Zonas Francas, autorizada para producir, 
transformar o ensamblar bienes mediante el procesamiento de materias 
primas o de productos semielaborados.

El Usuario Industrial de Servicios es la persona jurídica autorizada 
para desarrollar, exclusivamente, en una o varias Zonas Francas, entre 
otras, las siguientes actividades:

1. Logística, transporte, manipulación, distribución, empaque, reem-
paque, envase, etiquetado o clasificación;

2. Telecomunicaciones, sistemas de tecnología de la información 
para captura, procesamiento, almacenamiento y transmisión de datos, y 
organización, gestión u operación de bases de datos;

LEY 997 DE 2005

(noviembre 29)

por medio de la cual la Nación declara  
Patrimonio Cultural y artístico de la Nación el Tiple 
y lo exalta como instrumento autóctono Nacional.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Declárese patrimonio cultural y artístico de la Nación el 
Tiple, como símbolo y expresión de nuestra música y folclor y lo exalta 
como instrumento autóctono nacional.

Artículo 2°. La Nación a través del Ministerio de Cultura, contribui-
rá al fomento, promoción, protección, desarrollo, divulgación y finan-
ciación de los valores culturales de la música andina representada en el 
Tiple como instrumento autóctono Nacional.

Artículo 3°. La presente ley rige a parir de su promulgación.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio Eugenio Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de noviembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.

LEY 999 DE 2005

(diciembre 29)

por la cual se modifica la Ley 757 del 25 de julio de 2002.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo  1°. Prorróguese hasta el 31 de diciembre del año 2009, el 
término aludido en el artículo primero (1°) de la Ley 757 de 2002, para 
que los ciudadanos renueven su cédula de ciudadanía.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación y subro-
ga las disposiciones que le sean contrarias.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

L E Y E S   S A N C I O N A D A S
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3. Investigación científica y tecnológica;

4. Asistencia médica, odontológica y en general de salud;

5. Turismo;

6. Reparación, limpieza o pruebas de calidad de bienes;

7. Soporte técnico, mantenimiento y reparación de equipos, naves, 
aeronaves o maquinaria;

8. Auditoría, administración, corretaje, consultoría o similares.

El usuario comercial es la persona jurídica autorizada para desarro-
llar actividades de mercadeo, comercialización, almacenamiento o con-
servación de bienes, en una o varias Zonas Francas.

Artículo 4°. Para la reglamentación del presente capítulo, el Gobier-
no Nacional deberá:

1. Determinar lo relativo a la autorización y funcionamiento de Zo-
nas Francas Permanentes o Transitorias.

2. Establecer controles para evitar que los bienes almacenados o pro-
ducidos en Zona Franca ingresen al territorio aduanero nacional sin el 
cumplimiento de las disposiciones legales.

3. Determinar las condiciones con arreglo a las cuales los bienes 
fabricados o almacenados en Zona Franca, pueden ingresar temporal-
mente al territorio aduanero nacional. La introducción definitiva de es-
tos bienes al territorio aduanero nacional será considerada como una 
importación ordinaria.

4. Fijar las normas que regulen el ingreso temporal a territorio adua-
nero nacional o de este a una Zona Franca, de materias primas, insu-
mos y bienes intermedios para procesos industriales complementarios, 
y partes, piezas y equipos para su reparación y mantenimiento.

5. Establecer los requisitos y términos dentro de los cuales los usua-
rios autorizados a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
deban adecuarse a lo previsto en este capítulo.

6. Fijar las normas que regulen el régimen de introducción y salida 
de bienes y prestación de servicios del exterior a Zona Franca o de Zona 
Franca al exterior. La introducción de bienes del exterior a Zona Franca 
no se considera importación.

Artículo 5°. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artí-
culo:

“Artículo 240-1. Tarifa para usuarios de Zona Franca. Fíjase a partir 
del 1° de enero de 2007, en un quince por ciento (15%) la tarifa única 
del impuesto sobre la renta gravable, de las personas jurídicas que sean 
usuarios de Zona Franca.

Parágrafo. La tarifa del impuesto sobre la renta gravable aplicable 
a los usuarios comerciales de Zona Franca será la tarifa general vigen-
te”.

Artículo 6°. Modifícase el numeral primero (1º) del artículo 49 del 
Estatuto Tributario, el cual queda así:

“1. Tomará la Renta Líquida Gravable del respectivo año y le resta el 
Impuesto Básico de Renta liquidado por el mismo año gravable”.

Artículo 7°. Adiciónase el artículo 481 del Estatuto Tributario con el 
siguiente literal:

“f) Las materias primas, partes, insumos y bienes terminados que 
se vendan desde el territorio aduanero nacional a usuarios industriales 
de bienes o de servicios de Zona Franca o entre estos, siempre que los 
mismos sean necesarios para el desarrollo del objeto social de dichos 
usuarios”.

Artículo 8°. Adiciónase el artículo 322 del Estatuto Tributario con el 
siguiente literal:

“n) A partir del 1° de enero de 2007, a los giros al exterior por parte 
de los usuarios de zonas francas”.

Artículo 9°. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artí-
culo:

“Artículo 85-1. Limitación de costos y gastos para usuarios de zonas 
francas. Las operaciones de compra y venta de bienes y servicios que 
realicen los usuarios industriales de bienes y servicios de zonas francas, 
con los vinculados económicos o partes relacionadas a que se refieren 
los artículos 260, 261, 263 y 264 del Código de Comercio, 28 de la Ley 
222 de 1995, 450 y 452 del Estatuto Tributario que no correspondan a 
precios de mercado serán rechazadas dentro del proceso de investiga-
ción y sujetas a la aplicación de la correspondiente sanción por inexac-
titud”.

CAPITULO II

Otras disposiciones

Artículo 10. Adiciónese el parágrafo 3° y modifícase el parágrafo 4° 
del artículo 127-1 del Estatuto Tributario, los cuales quedarían así:

“Parágrafo 3°. Unicamente tendrán derecho al tratamiento previsto 
en el numeral 1 ° del presente artículo, los arrendatarios que presenten 
a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al gravable, activos 
totales hasta por el límite definido para la mediana empresa en el artícu-
lo 2° de la Ley 905 de 2004. Quienes no cumplan con estos requisitos, 
deberán someter los contratos de leasing al tratamiento previsto en el 
numeral 2º del presente artículo”.

“Parágrafo 4°. Todos los contratos de arrendamiento financiero o 
leasing con opción de compra que se celebran a partir del 1° de enero 
del año 2007, deberán someterse al tratamiento previsto en el numeral 
2° del presente artículo, independientemente de la naturaleza del arren-
datario”.

Artículo 11. Adiciónase el artículo 485-2 del Estatuto Tributario con 
el siguiente parágrafo:

“Parágrafo 5°. El beneficio previsto en este artículo será aplicable 
hasta el año 2007 inclusive”.

Artículo 12. Adiciónese el artículo 424 del Estatuto Tributario con el 
siguiente Parágrafo:

“Parágrafo. También se encuentra excluida del impuesto sobre las 
ventas, la importación al departamento del Amazonas, en desarrollo del 
Convenio Colombo-Peruano vigente, de alimentos de consumo huma-
no y animal, elementos de aseo y medicamentos para uso humano o 
veterinario, siempre y cuando se destinen exclusivamente al consumo 
dentro del mismo departamento”.

CAPITULO III

Vigencia y derogatorias

Artículo 13. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción salvo lo dispuesto en los artículos 5°, 9° y 10, y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias en especial la Ley 178 de 1959, la 
Ley 109 de 1985, el artículo 6 de la Ley 7 de 1991, el inciso primero 
del numeral 1 del literal A del artículo 16 de la Ley 677 de 2001 y el 
artículo 45 de la Ley 768 de 2002.

A partir del año gravable 2007, derógase el artículo 212 del Estatuto 
Tributario.
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El Presidente del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República, en au-
sencia del señor Secretario General firma el señor Subsecretario Gene-
ral del Senado Emilio Ramón Otero Dajud,

Saúl Cruz Bonilla.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Ministro de Minas y Energía, encargado de las funciones del Des-
pacho del Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Luis Ernesto Mejía Castro

LEY 1005 DE 2006

(enero 19)

por la cual se adiciona y modifica el Código Nacional de Tránsito 
Terrestre, Ley 769 de 2002.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Con el fin de garantizar la sostenibilidad del RUNT de 
que tratan los artículos 8° y 9° de la Ley 769 de 2002, establézcase el 
método y el sistema que se regirá por las normas de la presente ley.

Artículo 2°. Hecho generador. Está constituido por la inscripción, el 
ingreso de datos, expedición de certificados y la prestación de servicios 
relacionados con los diferentes registros previstos en el artículo 8° de la 
Ley 769 de 2002 o las normas que la modifiquen, adicionen, sustituyan 
o reglamenten.

Artículo 3°. Sujeto activo. Es sujeto activo de la tasa creada por la 
Ley 769 de 2002, la Nación-Ministerio de Transporte.

Artículo 4°. Sujetos pasivos. Son sujetos pasivos de la tasa de que 
trata la presente ley, quienes estén obligados a inscribirse ante el RUNT, 
soliciten el ingreso de información, soliciten la expedición de certifica-
dos, o quienes soliciten la prestación de algún servicio relacionado con 
los diferentes registros previstos en el artículo 8° de la Ley 769 de 2002 
o las normas que lo modifiquen, adicionen, sustituyan o reglamenten.

Artículo 5°. Recaudo. El recaudo estará a cargo del Ministerio de 
Transporte, o de quien él delegue o autorice de conformidad con la ley.

Artículo 6°. Tarifas. Las tarifas aplicables a la inscripción, ingreso 
de información, expedición de certificados y servicios prestados por el 
Registro Unico Nacional de Tránsito, RUNT, serán fijadas anualmen-
te, mediante resolución expedida por el Ministerio de Transporte, de 
acuerdo con el sistema y método adoptados mediante la presente ley.

Artículo 7°. Sistema. A efectos de establecer el sistema para la fi-
jación de las tarifas del Registro Unico Nacional de Tránsito, RUNT, 
por parte del Ministerio de Transporte, estas se calcularán teniendo en 
cuenta, entre otros criterios:

1. Costo de inversión inicial. Es el valor de adquisición de hardware 
y software, montaje de equipos y redes, derechos de uso y de explota-
ción de licencias de software, migración y validación de la información, 
contratación y capacitación de personal, pólizas, gastos financieros, ac-
tividades de preinversión y otros costos inherentes.

2. Costos de mantenimiento, entendido como el valor de las activi-
dades periódicas necesarias para prevenir y/o corregir el deterioro de 
redes, bienes o equipos existentes.

3. El costo de mejoramiento, entendido como el valor necesario para 
mejorar, ampliar, adecuar o actualizar, el hardware, el software, las re-
des, los bienes y la infraestructura existente.

4. El costo de rehabilitación, entendido como el valor de las activi-
dades necesarias para reconstruir, recuperar o sustituir las condiciones 
originales de la infraestructura, equipos, bienes existentes y para aten-
der los imprevistos no contemplados en los anteriores conceptos.

5. El costo de la operación de la infraestructura, entendido como el 
valor para cubrir los gastos directos e indirectos, diferentes de los an-
teriores, necesarios para garantizar la adecuada prestación del servicio 
y una interventoría técnica. Estos gastos para operar el Registro Unico 
Nacional de Tránsito, RUNT, incluyen: nómina, operación, conectivi-
dad, uso de la infraestructura, reparaciones y otros.

6. El costo para cubrir los programas de investigación y desarrollo de 
nuevas tecnologías, dirigidas a temas de seguridad en el sector tránsito 
y transporte.

Artículo 8°. Método. Una vez determinados los costos conforme al 
sistema establecido en el artículo 7° de esta ley, la entidad correspon-
diente hará la distribución de los mismos entre los sujetos pasivos de los 
servicios, para lo cual aplicará el siguiente método:

1. Se hará una proyección estadística de la demanda mínima anual 
para el primer año de funcionamiento del Sistema Unico Nacional de 
Tránsito, RUNT, utilizando la información histórica registrada por el 
Ministerio de Transporte.

2. Los costos anuales determinados conforme al sistema establecido 
en el artículo 7°, se distribuirán entre los trámites anuales proyectados 
estadísticamente, arrojando un valor de ingreso esperado.

3. La tarifa se ajustará calculando la variación de los ingresos tota-
les de registros, frente a los ingresos esperados. El índice de ajuste se 
calcula como la relación entre la variación en los ingresos totales frente 
al ingreso esperado de registros, cuyas tarifas son ajustables con el IPC 
anual, certificado por el DANE.

4. Los usuarios pagarán la tarifa establecida por el registro, valida-
ción, autorización, conservación, modificación de la información re-
querida por el Sistema Unico Nacional de Tránsito, RUNT, al efectuar 
sus trámites y la expedición de certificados.

Artículo 9°. Créase un fondo cuenta adscrito al Ministerio de Trans-
porte, constituido con los recursos provenientes de la tasa a que se re-
fieren los artículos 8° y 9° de la Ley 769 de 2002 para garantizar la 
sostenibilidad del sistema, la actualización del software, hardware, los 
bienes y servicios, necesarios para efectuar el registro, validación y au-
torización del Registro Unico Nacional de Tránsito, RUNT.
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Artículo 10. Sujetos obligados a inscribirse y a reportar informa-
ción.

A. Es una obligación de inscribir ante el Registro Unico Nacional de 
Tránsito, RUNT, la información correspondiente a:

1. Todos los automotores legalmente matriculados. Serán responsa-
bles de su inscripción los organismos de tránsito.

2. Todos los conductores de vehículos de servicio particular o públi-
co, los conductores de motocicletas. Será responsable de su inscripción, 
el organismo de tránsito que expidió la licencia.

3. Todas las empresas de transporte público o privado. Serán respon-
sables de su inscripción, los interesados.

4. Todos los titulares de una licencia de tránsito. Será responsable de 
su inscripción el organismo de tránsito que haya expedido la licencia.

5. Todos los centros de enseñanza automovilística, los centros de 
reconocimiento, los centros integrales de atención, los centros de diag-
nóstico automotor. Serán responsables los interesados.

6. Todos los remolques y semirremolques legalmente matriculados. 
Será responsable de su inscripción, el Ministerio de Transporte o la au-
toridad en quien este delegue o autorice.

7. Toda la maquinaria agrícola y de construcción autopropulsada. 
Será responsable de su inscripción el organismo de tránsito que expida 
la respectiva licencia de tránsito.

8. Todas las personas naturales o jurídicas que presten algún tipo de 
servicio al tránsito, que presten apoyo o reciban delegación de los orga-
nismos de tránsito o las autoridades de tránsito.

9. Todos los importadores de vehículos, maquinaria agrícola y de 
construcción autopropulsada y de motocicletas.

10. Todas las ensambladoras de: Vehículos, maquinaria agrícola, 
motocicletas, remolques y semirremolques que se produzcan en Co-
lombia.

B. Están obligados a reportar la información al Registro Unico Na-
cional de Tránsito, RUNT, en un plazo no mayor de 24 horas, después 
de ocurrido el hecho:

1. La Federación Colombiana de Municipios debe reportar todas las 
infracciones de tránsito en Colombia.

2. Los Organismos de Tránsito y la Policía de Carreteras para repor-
tar todos los accidentes de tránsito que ocurran en Colombia.

3. Las Compañías aseguradoras deben reportar todas las pólizas de 
seguros obligatorios que se expidan en Colombia.

4. Los Organismos de Tránsito para reportar lo indicado en los nu-
merales 1, 2, 4 y 7 del literal a) de este artículo.

Quienes estén obligados a reportar información al RUNT, no paga-
rán suma alguna.

Parágrafo 1°. Los Organismos de tránsito directamente o a través 
de terceros, no podrán cobrar suma alguna por el ingreso de datos al 
Registro Unico Nacional de Tránsito.

Parágrafo 2°. El originador de la información inscrita ante el Regis-
tro Unico Nacional de Tránsito, RUNT, pagará a favor del Ministerio de 
Transporte la suma que determine la tabla de costos para inscripciones, 
que produzca anualmente el Ministerio de Transporte.

Artículo 11. Incorpórese al Registro Unico Nacional de Tránsito, 
RUNT el Registro Nacional de Maquinaria Agrícola y de construcción 

autopropulsada que sea adquirida, importada o ensamblada en el país, a 
partir de la sanción de la presente ley.

La inscripción de la maquinaria agrícola y de construcción autopro-
pulsada existente con anterioridad a la vigencia de la presente ley será 
voluntaria.

Parágrafo. El Ministerio de Transporte reglamentará en un plazo de 
noventa (90) días calendario, el procedimiento a seguir para que los 
propietarios y/o poseedores de la maquinaria agrícola y de construcción 
autopropulsada, la matriculen e inscriban ante el organismo de tránsito 
competente.

Artículo 12. Sanciones. Quienes estando obligados a inscribirse o a 
reportar la información necesaria para mantener actualizado el Registro 
Unico de Tránsito, RUNT, de que trata el artículo 8° de la Ley 769 de 
2002, no cumplan con esta obligación dentro del término y condiciones 
establecidas en la ley o el reglamento expedido por el Ministerio de 
Transporte, serán sancionados con multa de treinta (30) salarios míni-
mos diarios legales vigentes.

Artículo 13. Autoridad competente. Es competente para imponer la 
sanción establecida en el artículo anterior, la Superintendencia de Puer-
tos y Transporte o quien en el futuro ejerza las funciones de inspección, 
control y vigilancia del sector Tránsito y Transporte.

Artículo 14. Procedimiento. El procedimiento para regular las actua-
ciones a que se refiere este capítulo, se someterá a las reglas previstas 
en el artículo 158 de la Ley 769 de 2002.

CAPITULO II

Disposiciones relacionadas con el valor de los derechos de 
tránsito de algunas especies venales y disposiciones finales

Artículo 15. Licencia de conducción, Licencia de Tránsito y Placa 
Unica Nacional. Corresponde a las Asambleas Departamentales, Con-
cejos Municipales o Distritales de conformidad con el artículo 338 de la 
Carta Política, y el artículo 168 de la Ley 769 de 2002, fijar el método 
y el sistema para determinar las tarifas por derechos de tránsito, corres-
pondientes a licencias de conducción, licencias de tránsito y placa única 
nacional.

Dichas tarifas estarán basadas en un estudio económico sobre los 
costos del servicio con indicadores de eficiencia, eficacia y econo-
mía.

Dentro de ese cálculo deberá contemplarse un 35% que será trans-
ferido por el correspondiente organismo de tránsito al Ministerio de 
Transporte, por concepto de costos inherentes a la facultad que tiene 
el Ministerio de Transporte de asignar series, códigos y rangos de la 
especie venal respectiva.

Artículo 16. La renovación de las actuales licencias de conducción 
expedidas legalmente no tendrá costo alguno para el titular de las mis-
mas, por una sola vez.

Artículo 17. Sujetos pasivos y activos. Son sujetos activos beneficia-
rios de la tarifa de que trata el artículo anterior el organismo de tránsito 
correspondiente y el Ministerio de Transporte, en el porcentaje señalado 
derivado de la facultad de asignar series, códigos y rangos de la licencia 
de conducción, licencia de tránsito y placa única nacional. Son Sujetos 
Pasivos de la tarifa, el titular en el caso de la licencia de conducción y 
el propietario del vehículo para los casos de la licencia de tránsito y la 
Placa Unica Nacional.
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Artículo 18. Organismos de tránsito. El Ministerio de Transporte, 
fijará las pautas a las cuales se deben sujetar los organismos de tránsito, 
para su creación, funcionamiento y cancelación.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, determinará el régimen de sancio-
nes aplicables a los organismos de tránsito, en un plazo no mayor de 
noventa (90) días calendario, después de sancionada esta ley.

De todas maneras no se autorizará trámite de especies venales a los 
organismos de tránsito que no se encuentren a paz y salvo por concepto 
de pagos o contribuciones con el Ministerio de Transporte, el SIMIT o 
con entidades que hayan recibido por delegación o por ley funciones en 
el tránsito.

Artículo 19. Vigencia. La presente ley empezará a regir a partir de su 
promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 19 de enero de 2006.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público delegatario de funciones 
presidenciales conforme al Decreto 079 del 16 de enero de 2006,

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA

El Ministro de Transporte,

Andrés Uriel Gallego Henao.

LEY 1006 DE 2006

(enero 23)

por la cual se reglamenta la profesión de Administrador Público 
y se deroga la Ley 5ª de 1991.

El Congreso de Colombia

DECRETA: 
CAPITULO I

Campo de aplicación y disposiciones generales

Artículo 1º. Objeto. La presente ley define la profesión de Adminis-
trador Público, reglamenta su ejercicio, determina su naturaleza y cam-
po de aplicación, desarrolla los principios que la rigen, señala sus entes 
rectores de dirección, organización, acreditación y control del ejercicio 
de la profesión.

Artículo 2º. Función del Administrador Público. La profesión de 
Administrador Público tiene como función social el ejercicio de activi-
dades que comprenden el desarrollo de las funciones del Estado y del 
manejo de los asuntos públicos. Además, aquellas actividades orienta-
das a generar procesos integrales que incrementen la capacidad insti-
tucional y efectividad del Estado y de las organizaciones no estatales 

con responsabilidades públicas, en la dirección y manejo de los asuntos 
públicos.

Artículo 3º. Campo de acción. El ejercicio de la profesión de Admi-
nistrador Público está constituido por los siguientes campos de acción:

a) El desempeño de empleos para los cuales se requiere título profe-
sional de Administrador Público de acuerdo en todo a lo dispuesto en 
la presente ley;

b) La realización de estudios y proyectos de asesoría y consultoría 
para cualquier organismo de los sectores público y privado en materias 
de carácter estatal y de manejo de asuntos públicos;

c) Diseño, dirección, ejecución de políticas, programas y proyectos 
propios del ámbito de lo público;

d) El ejercicio de la docencia y la investigación científica en materias 
relacionadas con la profesión en instituciones de educación o de inves-
tigación;

e) Las demás relacionadas con el desarrollo científico, social, econó-
mico y político sean inherentes al ejercicio de la profesión.

Artículo  4º. De los Administradores Públicos. Para todos los efectos 
legales se consideran Administradores Públicos:

a) Quienes hayan adquirido o adquieran el título de Administrador 
Público expedido por la Escuela Superior de Administración Pública, 
ESAP, o por cualquier otra institución de Educación Superior reconoci-
da por el Ministerio de Educación Nacional;

b) Quienes con anterioridad a la vigencia de la presente ley hayan 
obtenido el título de Licenciado en Ciencias Políticas y Administrati-
vas, Administrador Público, Administrador Público Municipal y Regio-
nal, Administrador Público Territorial y quienes en el futuro obtengan 
este título profesional que reúna los requisitos de conformidad con la 
normatividad vigente para educación superior y que sea expedido por la 
Escuela Superior de Administración Pública, ESAP;

c) Los nacionales o extranjeros con título de Administrador Público 
expedido por entidades de educación superior de países con los cuales 
Colombia tenga Tratados o Convenios de equivalencia de títulos uni-
versitarios, previo cumplimiento de los requisitos establecidos por el 
Gobierno Nacional para ese efecto.

Parágrafo transitorio. Quienes obtengan el título de Administrador 
Público Municipal y Regional o el de Administrador Público Territorial 
expedido por la Escuela Superior de Administración Pública, ESAP, 
dentro del plan de finalización de las cohortes del plan de estudios co-
rrespondientes.

CAPITULO II

Del Colegio Colombiano del Administrador Público

Artículo 5º. Asígnase al Colegio Colombiano del Administrador Pú-
blico las siguientes funciones públicas delegadas:

a) Actualizar, mantener y divulgar el Registro Unico Nacional del 
Administrador Público que elabore por primera vez el Consejo Profe-
sional del Administrador Público según el literal a) del artículo 8° de la 
presente ley;

b) Ayudar al proceso de registro y trámite de la matrícula de los Ad-
ministradores Públicos, en coordinación con el Consejo Profesional del 
Administrador Público en el “Registro Unico Nacional del Administra-
dor Público” y vigilar el cumplimiento de los plazos establecidos en el 
artículo 8°, literal b) de la presente ley;
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c) Expedir las certificaciones y constancias a los profesionales ins-
critos en el Registro Unico Nacional de Administradores Públicos y en 
especial la certificación de vigencia de la matrícula profesional;

d) Acreditar a las asociaciones gremiales de profesionales de la Ad-
ministración Pública para la expedición de protocolos, manuales y guías 
de atención en la prestación de los servicios de su profesión y las demás 
funciones que esta ley o su desarrollo les confieran. Estos protocolos, 
manuales y guías serán reconocidos por “Acuerdos” emanados por el 
Colegio;

e) Ejercer las funciones de Tribunal de Etica de los Administradores 
Públicos sin perjuicio de las acciones que deban adelantar los diferentes 
organismos judiciales y de control, de conformidad con lo estipulado en 
la normatividad vigente;

f) Promover, en coordinación con el Consejo Profesional del Admi-
nistrador Público, lo relacionado con los literales e) y f) del artículo 8° 
de la presente ley;

g) Estimular Sistemas de Seguridad Social para los Administradores 
Públicos;

h) Denunciar ante el Consejo Profesional del Administrador Público 
las violaciones comprobadas a las disposiciones legales que reglamen-
ten el ejercido de la profesión;

i) Auspiciar a las Asociaciones de Administradores Públicos, secun-
dar sus programas en cuanto contribuyan a enaltecer y dignificar la pro-
fesión del Administrador Público y vigilar su funcionamiento;

j) Dictar su propio reglamento y su organización interna respetando 
sus principios rectores.

Artículo 6º. El Colegio Colombiano del Administrador Público re-
glamentará los procedimientos necesarios para realizar las funciones 
públicas que les han sido asignadas. Sus decisiones se tomarán a través 
de Acuerdos, los cuales se registrarán y numerarán en un libro debida-
mente foliado. Estos Acuerdos estarán sometidos al control de la juris-
dicción de lo contencioso administrativo.

CAPITULO III

Reglamentaciones generales

Artículo 7º. A partir de la sanción de la presente ley, para ejercer la 
profesión de Administrador Público se requerirá haber obtenido uno 
de los títulos de que trata el artículo 4° de la presente ley, estar inscrito 
en el Registro Unico Nacional de Administradores Públicos y tener vi-
gentes las respectivas matrícula y Tarjeta Profesional expedidas por el 
Consejo Profesional del Administrador Público.

Parágrafo 1°. No se podrá ejercer la profesión de Administrador 
Público ni anunciarse como tal sin estar inscrito en el Registro Unico 
Nacional del Administrador Público y tener vigente la Tarjeta Profesio-
nal.

Parágrafo 2°. No podrá ser inscrito como Administrador Público y si 
ya lo estuviere, deberá ser suspendido:

a) Quien se halle en interdicción judicial;

b) El responsable de delito que tenga señalada pena de presidio o de 
prisión, cometido con posterioridad a la vigencia de la presente ley, si 
por las modalidades y circunstancias del hecho, los motivos determi-
nantes y la personalidad del Agente el Colegio Colombiano del Admi-
nistrador Público lo considera indigno de ejercer la profesión.

Se exceptúa el caso de la condena condicional o el perdón judicial.

Artículo 8º. El ejercicio ilegal de la profesión de Administrador Pú-
blico. Incurrirá en ejercicio ilegal de la profesión de Administrador Pú-
blico y estará sometido a las sanciones señaladas para tal infracción:

a) Quien no siendo Administrador Público se anuncie o se haga pasar 
como tal u ofrezca servicios profesionales que requieren dicha calidad;

b) El Administrador Público que actúe como tal estando suspendido 
o excluido de la profesión; y,

c) El Administrador Público que intervenga no obstante la sentencia 
de una inhabilidad o incompatibilidad.

Parágrafo 1º. El Funcionario Público que admita como empleado, 
asesor o consultor a quien no sea Administrador Público o tolere la ac-
tuación de quien no tenga esta calidad o que en cualquier forma facilite, 
autorice o patrocine el ejercicio ilegal de la profesión del Administrador 
Público, incurrirá en falta disciplinaria que será calificada y sancionada 
de acuerdo a la Ley 734, Código Unico Disciplinario.

Parágrafo 2°. Cualquier persona podrá denunciar ante las autorida-
des competentes la infracción por ejercicio ilegal de la profesión de 
Administrador Público de que tenga conocimiento.

El Funcionario Público que tuviere conocimiento de una de ellas 
está en la obligación de denunciarla ante el juez competente y si es este 
quien por cualquier medio tiene noticia de la infracción, deberá iniciar 
de oficio el proceso correspondiente.

Artículo 9º. Para el ejercicio de empleos de carácter administrativo 
en las entidades del Estado en cualquiera de los niveles territoriales, 
se incluirá la profesión de Administrador Público en los manuales de 
funciones de dichas entidades como una de las profesiones requeridas 
para el ejercido del cargo.

Parágrafo. El Departamento Administrativo de la Función Pública y 
el Colegio Colombiano del Administrador Público vigilarán el cumpli-
miento del presente artículo.

CAPITULO IV

Del Registro Unico Nacional del Administrador Público

Artículo 10. Todas las Instituciones de Educación Superior debida-
mente reconocidas por el Ministerio de Educación Nacional formado-
ras de Administradores Públicos, deberán enviar de oficio las actas de 
grado de Administrador Público que expidan, al Consejo Profesional 
del Administrador Público para que sea inscrito en el Registro Unico 
Nacional del Administrador Público.

Parágrafo 1º. El Consejo Profesional del Administrador Público, a 
solicitud del interesado, dispondrá de treinta (30) días hábiles para la 
expedición de las respectivas matrícula y tarjeta profesional.

Parágrafo 2º. Cuando se trate de Administradores Públicos extran-
jeros, la inclusión en el Registro Unico Nacional será a petición del 
interesado ante el Colegio Colombiano del Administrador Público con 
el lleno de los requisitos establecidos en esta ley.

CAPITULO V

Régimen disciplinario

Artículo 11. Deberes profesionales del Administrador Público. Son 
deberes de todo Administrador Público:

a) Conservar la dignidad y el decoro de la profesión;

b) Colaborar en la recta y cumplida Función Administrativa;
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c) Observar y exigir la mesura, la seriedad y el respeto debidos en 
sus relaciones con los Servidores Públicos y con los Funcionarios Pú-
blicos, con los colaboradores de la Administración Pública y con las 
demás personas que intervengan en los asuntos de su profesión;

d) Obrar con absoluta lealtad y honradez en sus relaciones profesio-
nales; 

e) Guardar el secreto profesional;

f) Atender con diligencia sus encargos profesionales; y

g) Proceder lealmente con sus colegas.

Artículo 12. Faltas disciplinarias contra la dignidad de la profesión. 
Constituyen faltas contra la dignidad de la profesión del Administrador 
Público:

a) La embriaguez pública consuetudinaria o el hábito injustificado 
de consumo de drogas estupefacientes;

b) La provocación reiterada de riñas o escándalos públicos;

c) El patrocinio del ejercicio ilegal de la profesión del Administrador 
Público.

El Administrador Público que incurra en una de estas faltas incurrirá 
en amonestación, censura o suspensión.

Artículo 13. Faltas disciplinarias contra el decoro profesional. Son 
faltas contra el decoro profesional:

a) La propaganda por anuncios en los medios que no se limiten 
al nombre del Administrador Público, sus títulos y especializaciones 
académicas, los cargos desempeñados, los asuntos a que atiende de 
preferencia o con exclusividad y los relativos a su domicilio profesio-
nal, y,

b) La solicitud o consecución de publicidad laudatoria para sí o para 
los funcionarios públicos que conozcan o hayan conocido de los asun-
tos concretos a cargo del Administrador Público.

El Administrador Público incurso en una de estas faltas incurrirá en 
sanción de amonestación o censura.

Artículo 14. Faltas disciplinarias contra el respeto debido a la fun-
ción pública. Constituyen faltas contra el respeto debido a la función 
pública o administrativa, las injurias y acusaciones temerarias contra 
los Servidores, Funcionarios o Administradores Públicos y demás per-
sonas que intervengan en los asuntos profesionales, sin perjuicio de re-
prochar comedidamente o denunciar por los canales competentes las 
faltas cometidas por dichas personas.

CAPITULO VI

Vigencia

Artículo 15. La presente ley rige a partir de su promulgación y de-
roga expresamente la Ley 5ª de 1991, el Decreto 272 de 1993 y demás 
disposiciones que le sean contrarias.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Represen- 
tantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Públi-
ca,

Fernando Antonio Grillo Rubiano.

LEY 1007 DE 2006

(enero 23)

por medio de la cual la República de Colombia rinde homenaje  
a los Festivales de Música Folclórica del departamento de Santander 

y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Declárese Patrimonio Cultural y Artístico de la 
Nación los siguientes Festivales del departamento de Santander: 
Festival de Bandas y Festival de Acordeones del Río Grande de la 
Magdalena (Barrancabermeja); Festival del Torbellino y el Requin-
to (Puente Nacional); Festival Guane de Oro (San Gil); Concierto 
“Nace una Estrella”, en homenaje al natalicio del Maestro José A. 
Morales (Socorro); Festival de la Guabina y el Tiple (de Vélez).

Artículo 2°. Autorícese a la Nación a través del Ministerio de la Cul-
tura y demás entidades del sector, contribuir al fomento, promoción, 
protección, divulgación y desarrollo de los valores culturales que se 
originen alrededor de la cultura y del folclor colombiano.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción. 

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.
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LEY 1008 DE 2006

(enero 23)

por la cual se fijan algunas competencias y procedimientos para la 
aplicación de convenios internacionales en materia de niñez  

y de familia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Competencia, prevalencia normativa y procedimiento. 
El conocimiento y trámite de los asuntos que sean materia de Tratados 
y Convenios Internacionales vigentes en Colombia en los que se reco-
nozcan principios, derechos, garantías y libertades de los niños y de las 
familias, será de competencia de los Defensores de Familia en su fase 
administrativa y de los Jueces de Familia y Jueces Promiscuos de Fami-
lia en su fase judicial. En los municipios donde no haya Juez de Familia 
o Promiscuo de Familia, el trámite será de competencia de los Jueces 
Civiles y Promiscuos Municipales.

El principio de celeridad será de rigurosa aplicación en la ejecución 
de estos Tratados y Convenios Internacionales y las disposiciones con-
tenidas en ellos tendrán prevalencia sobre las contenidas en otras le-
yes.

En concordancia con las previsiones de los numerales 3, 5 y 10 del 
parágrafo 1º del artículo 435 del Código de Procedimiento Civil, las 
autoridades judiciales señaladas en el inciso primero del presente artí-
culo, según el caso, tramitarán los asuntos a que se refiere este artículo, 
mediante las reglas del proceso verbal sumario salvo en lo referente a la 
única instancia. En las controversias judiciales a que se refiere esta ley, 
que se resuelven en el marco de Tratados y Convenios Internacionales, 
se garantizará el principio de la doble instancia, la cual se tramitará de 
acuerdo con las disposiciones que la regulan para el proceso verbal de 
mayor y menor cuantía.

Cuando la legislación interna haya establecido competencias expre-
sas o procedimientos específicos que permitan resolver los asuntos a 
que se refiere esta ley y que se ajusten a los Tratados y Convenios In-
ternacionales vigentes, el conocimiento y trámite de tales asuntos se 
ajustará a lo previsto en la legislación específica de cada materia.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su promulgación.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Viceministro del Interior, encargado de las funciones del Despa-
cho del Ministro del Interior y de Justicia,

Luis Hernando Angarita Figueredo.

LEY 1009 DE 2006

(enero 23)

por medio de la cual se crea con carácter permanente  
el Observatorio de Asuntos de Género.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

Artículo 1°. Observatorio de Asuntos de Género, OAG. Créase con 
carácter permanente el Observatorio de Asuntos de Género, OAG, el 
cual estará a cargo del Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República a través de la Consejería Presidencial para la Equidad 
de la Mujer o de la entidad rectora de la política pública para el adelanto 
de la mujer y la equidad de género.

El OAG tiene por objeto identificar y seleccionar un sistema de indi-
cadores de género, categorías de análisis y mecanismos de seguimiento 
para hacer reflexiones críticas sobre las políticas, los planes, los progra-
mas, las normas, la jurisprudencia para el mejoramiento de la situación 
de las mujeres y de la equidad de género en Colombia.

Artículo 2°. De las funciones del OAG. Son funciones generales del 
OAG:

2.1 Investigar, documentar, sistematizar, analizar y generar informa-
ción sobre la situación de las mujeres y la equidad de género en Colom-
bia.

2.2 Divulgar a nivel internacional, nacional y territorial la informa-
ción recogida, analizada y generada por el OAG.

2.3. Contribuir al fortalecimiento institucional de la equidad de gé-
nero en Colombia y de la entidad encargada de la dirección de las polí-
ticas de equidad para las mujeres.

2.4. Formular recomendaciones en materia de políticas, planes, pro-
gramas, proyectos y normas, que contribuyan a cerrar las brechas de 
equidad de género en el país.

Artículo 3°. Son funciones específicas del OAG.

3.1 Actuar como órgano permanente de recolección y sistematiza-
ción de información cuantitativa y cualitativa de las diferentes fuentes 
nacionales e internacionales sobre la situación de las mujeres en Co-
lombia y la equidad de género, teniendo en cuenta aspectos estadísti-
cos, normativos, jurisprudenciales y administrativos (políticas, planes, 
proyectos y programas).

3.2 Recibir, sistematizar y procesar la información secundaria des-
agregada por sexo, edad, condición socioeconómica, ubicación terri-
torial (rural/urbano) y etnia, y la información cuantitativa y cualitativa 
relacionada con las políticas, los programas, los planes, los proyectos, 
las normas, y la jurisprudencia de las entidades del orden nacional, de-
partamental, municipal y distrital.

3.3. Alimentar el sistema de información que contiene indicadores 
de género, categorías de análisis y mecanismos de seguimiento a polí-
ticas, planes, programas, proyectos, normas, estadísticas, indicadores y 
jurisprudencia.

3.4 Estudiar y hacer reflexiones críticas sobre la información reco-
gida.

3.5 Divulgar la información recolectada y los análisis elaborados y 
mantener disponible para los ciudadanos a través de la Consejería Pre-
sidencial para la Equidad de la Mujer o de la entidad que haga sus ve-
ces, un sistema de información ciudadana sobre asuntos de género.

3.6 Formular a través de la Consejería para la Equidad de la Mujer o 
de la entidad rectora de la política pública para las mujeres en Colom-
bia, recomendaciones y propuestas tendientes a mejorar los indicadores 
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y sistemas de información que contribuyan a superar la iniquidad de 
género.

3.7. Coordinar con las distintas instancias del Estado a nivel nacio-
nal y territorial, las medidas administrativas que se deben tomar para la 
recolección de información interna y posterior sistematización de los 
asuntos de género de cada entidad.

3.8. Proponer la realización de estudios e informes técnicos de 
diagnóstico de la situación de las mujeres en Colombia, que debe-
rán ser tenidos en cuenta en el desarrollo de las políticas públicas.

3.9 Las demás que le señale el reglamento del OAG.

Artículo 4°. Comité Interinstitucional del OAG. La orientación del 
OAG estará a cargo de un Comité Interinstitucional, integrado por:

4.1 La Consejera Presidencial Para la Equidad de la Mujer o su dele-
gado/a, quien lo presidirá.

4.2 El/la Ministro/a de la Protección Social, Interior y de Justicia, 
Agricultura o su delegado/a.

4.3 El/la Director/a del Departamento Administrativo de Planeación 
Nacional, DNP o su delegado/a.

4.4 El/la Director/a del Departamento Administrativo de Estadística, 
DANE o su delegado/a.

4.5 El/la Director/a del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
ICBF o su delegado/a.

4.6 El/la Procurador/a Delegada para la Niñez y la Familia o su de-
legado/a.

4.7 El/la Defensor/a Delegada para los derechos de la mujer y el 
anciano o su delegado/a.

4.8 Un representante de la Academia.

4.9. El/la director/a o quien haga sus veces, de alguna organización 
o asociación representativa de mujeres con amplia trayectoria y recono-
cimiento nacional e internacional.

El Comité Interinstitucional estará encargado de realizar las siguien-
tes funciones:

a) Velar por el cumplimiento de los objetivos del OAG;

b) Acordar mecanismos generales para la ejecución de las funciones 
asignadas al OAG;

c) Tomar las decisiones operativas necesarias para el desarrollo de 
las funciones;

d) Diseñar su propio plan de acción y dictar su reglamento interno, y

e) Las demás que le señale el reglamento.

Artículo 5°. Funcionamiento del OAG. La creación permanente del 
OAG no implicará, crear, suprimir o fusionar dependencias dentro del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, ni 
afectar la planta global del mismo.

Artículo 6°. Cooperación Internacional. El Gobierno Nacional a tra-
vés del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Departamento Nacional 
de Planeación, y la Agencia Colombiana de Cooperación Internacio-
nal a través de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, 
adelantarán gestiones para obtener el apoyo técnico y financiero de las 
agencias de cooperación internacional para la implementación y ejecu-
ción del OAG.

Artículo 7°. Suministro de información por parte de las entidades. 
Las entidades del orden nacional, departamental, municipal y distrital 

deberán suministrar al OAG, la información secundaria desagregada por 
sexo, edad, condición socioeconómica, ubicación territorial (rural/urba-
no) y etnia; y, la información cuantitativa y cualitativa relacionada con 
las políticas, los programas, los planes, los proyectos, las normas y la 
jurisprudencia que se relacionen con la entidad. Además de la informa-
ción cuantitativa y cualitativa de mujeres vinculadas a las entidades del 
orden nacional o territorial según sea el caso y los niveles de decisión en 
los cuales se ubican en la estructura organizativa de cada entidad.

Para el cumplimiento de este fin, las entidades designarán a un fun-
cionario responsable del suministro de la información.

Parágrafo. El incumplimiento de lo ordenado en este artículo cons-
tituye causal de mala conducta, que será sancionada con suspensión 
hasta de treinta (30) días en el ejercicio del cargo, y con la destitución 
del mismo en caso de persistir en la conducta, de conformidad con el 
régimen disciplinario vigente.

Artículo 8°. Aplicación y desarrollo. El Gobierno Nacional expedirá 
las disposiciones necesarias para la aplicación y desarrollo de la presen-
te ley con el acompañamiento y asesoría del Departamento Administra-
tivo de la Presidencia de la República a través de la Consejería Presi-
dencial para la Equidad de la Mujer o la entidad que haga sus veces.

Artículo 9°. Control y seguimiento. El Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República, a través de la Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer, o la entidad responsable de las políticas 
de equidad para las mujeres, hará el seguimiento, control y evaluación 
del OAG.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA 
 GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

LEY 1010 DE 2006

(enero 23)

por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y 
sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco  

de las relaciones de trabajo.

El Congreso de Colombia,
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DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley y bienes protegidos por ella. La pre-
sente ley tiene por objeto definir, prevenir, corregir y sancionar las di-
versas formas de agresión, maltrato, vejámenes, trato desconsiderado y 
ofensivo y en general todo ultraje a la dignidad humana que se ejercen 
sobre quienes realizan sus actividades económicas en el contexto de una 
relación laboral privada o pública.

Son bienes jurídicos protegidos por la presente ley: el trabajo en con-
diciones dignas y justas, la libertad, la intimidad, la honra y la salud 
mental de los trabajadores, empleados, la armonía entre quienes com-
parten un mismo ambiente laboral y el buen ambiente en la empresa.

Parágrafo: La presente ley no se aplicará en el ámbito de las relacio-
nes civiles y/o comerciales derivadas de los contratos de prestación de 
servicios en los cuales no se presenta una relación de jerarquía o subor-
dinación. Tampoco se aplica a la contratación administrativa.

Artículo 2°. Definición y modalidades de acoso laboral. Para efectos 
de la presente ley se entenderá por acoso laboral toda conducta persis-
tente y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador por parte 
de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un 
compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, 
intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar des-
motivación en el trabajo, o inducir la renuncia del mismo.

En el contexto del inciso primero de este artículo, el acoso laboral 
puede darse, entre otras, bajo las siguientes modalidades generales:

1. Maltrato laboral. Todo acto de violencia contra la integridad fí-
sica o moral, la libertad física o sexual y los bienes de quien se desem-
peñe como empleado o trabajador; toda expresión verbal injuriosa o 
ultrajante que lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad 
y al buen nombre de quienes participen en una relación de trabajo de 
tipo laboral o todo comportamiento tendiente a menoscabar la autoes-
tima y la dignidad de quien participe en una relación de trabajo de tipo 
laboral.

2. Persecución laboral. Toda conducta cuyas características de rei-
teración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir 
la renuncia del empleado o trabajador, mediante la descalificación, la 
carga excesiva de trabajo y cambios permanentes de horario que puedan 
producir desmotivación laboral.

3. Discriminación laboral. Todo trato diferenciado por razones de 
raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia 
política o situación social o que carezca de toda razonabilidad desde el 
punto de vista laboral.

4. Entorpecimiento laboral:. Toda acción tendiente a obstaculizar 
el cumplimiento de la labor o hacerla más gravosa o retardarla con per-
juicio para el trabajador o empleado. Constituyen acciones de entorpe-
cimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación o inutilización de 
los insumos, documentos o instrumentos para la labor, la destrucción o 
pérdida de información, el ocultamiento de correspondencia o mensajes 
electrónicos.

5. Inequidad laboral: Asignación de funciones a menosprecio del 
trabajador.

6. Desprotección laboral. Toda conducta tendiente a poner en ries-
go la integridad y la seguridad del trabajador mediante órdenes o asig-
nación de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de 
protección y seguridad para el trabajador.

Artículo 3°. Conductas atenuantes. Son conductas atenuantes del 
acoso laboral:

a) Haber observado buena conducta anterior.

b) Obrar en estado de emoción o pasión excusable, o temor intenso, 
o en estado de ira e intenso dolor.

c) Procurar voluntariamente, después de realizada la conducta, dis-
minuir o anular sus consecuencias.

d) Reparar, discrecionalmente, el daño ocasionado, aunque no sea 
en forma total.

e) Las condiciones de inferioridad síquicas determinadas por la edad 
o por circunstancias orgánicas que hayan influido en la realización de 
la conducta.

f) Los vínculos familiares y afectivos.

g) Cuando existe manifiesta o velada provocación o desafío por parte 
del superior, compañero o subalterno.

h) Cualquier circunstancia de análoga significación a las an- 
teriores.

Parágrafo. El estado de emoción o pasión excusable, no se tendrá en 
cuenta en el caso de violencia contra la libertad sexual.

Artículo 4°. Circunstancias agravantes. Son circunstancias agravan-
tes:

a) Reiteración de la conducta;

b) Cuando exista concurrencia de causales;

c) Realizar la conducta por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria,

d) Mediante ocultamiento, o aprovechando las condiciones de tiem-
po, modo y lugar, que dificulten la defensa del ofendido, o la identifica-
ción del autor partícipe;

e) Aumentar deliberada e inhumanamente el daño psíquico y bioló-
gico causado al sujeto pasivo;

f) La posición predominante que el autor ocupe en la sociedad, por 
su cargo, rango económico, ilustración, poder, oficio o dignidad;

g) Ejecutar la conducta valiéndose de un tercero o de un inim- 
putable;

h) Cuando en la conducta desplegada por el sujeto activo se causa un 
daño en la salud física o psíquica al sujeto pasivo.

Artículo 5°. Graduación. Lo dispuesto en los dos artículos anterio-
res, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Disciplinario 
Unico, para la graduación de las faltas.

Artículo 6°. Sujetos y ámbito de aplicación de la ley. Pueden ser su-
jetos activos o autores del acoso laboral:

– La persona natural que se desempeñe como gerente, jefe, director, 
supervisor o cualquier otra posición de dirección y mando en una em-
presa u organización en la cual haya relaciones laborales regidas por el 
Código Sustantivo del Trabajo;

– La persona natural que se desempeñe como superior jerárquico o 
tenga la calidad de jefe de una dependencia estatal;

– La persona natural que se desempeñe como trabajador o empleado. 
Son sujetos pasivos o víctimas del acoso laboral;

– Los trabajadores o empleados vinculados a una relación laboral de 
trabajo en el sector privado;



Página 12 Jueves 16 de febrero de 2006 GACETA DEL CONGRESO  32

– Los servidores públicos, tanto empleados públicos como trabaja-
dores oficiales y servidores con régimen especial que se desempeñen en 
una dependencia pública;

– Los jefes inmediatos cuando el acoso provenga de sus subalternos. 
Son sujetos partícipes del acoso laboral:

– La persona natural que como empleador promueva, induzca o fa-
vorezca el acoso laboral;

– La persona natural que omita cumplir los requerimientos o amo-
nestaciones que se profieran por los Inspectores de Trabajo en los tér-
minos de la presente ley.

Parágrafo: Las situaciones de acoso laboral que se corrigen y san-
cionan en la presente ley son sólo aquellas que ocurren en un ámbito de 
relaciones de dependencia o subordinación de carácter laboral.

Artículo 7°. Conductas que constituyen acoso laboral. Se presumirá 
que hay acoso laboral si se acredita la ocurrencia repetida y pública de 
cualquiera de las siguientes conductas:

a) Los actos de agresión física, independientemente de sus conse-
cuencias;

b) Las expresiones injuriosas o ultrajantes sobre la persona, con uti-
lización de palabras soeces o con alusión a la raza, el género, el origen 
familiar o nacional, la preferencia política o el estatus social;

c) Los comentarios hostiles y humillantes de descalificación profe-
sional expresados en presencia de los compañeros de trabajo;

d) Las injustificadas amenazas de despido expresadas en presencia 
de los compañeros de trabajo;

e) Las múltiples denuncias disciplinarias de cualquiera de los sujetos 
activos del acoso, cuya temeridad quede demostrada por el resultado de 
los respectivos procesos disciplinarios;

f) La descalificación humillante y en presencia de los compañeros de 
trabajo de las propuestas u opiniones de trabajo;

g) las burlas sobre la apariencia física o la forma de vestir, formula-
das en público;

h) La alusión pública a hechos pertenecientes a la intimidad de la 
persona;

i) La imposición de deberes ostensiblemente extraños a las obliga-
ciones laborales, las exigencias abiertamente desproporcionadas sobre 
el cumplimiento de la labor encomendada y el brusco cambio del lugar 
de trabajo o de la labor contratada sin ningún fundamento objetivo refe-
rente a la necesidad técnica de la empresa;

j) La exigencia de laborar en horarios excesivos respecto a la jorna-
da laboral contratada o legalmente establecida, los cambios sorpresivos 
del turno laboral y la exigencia permanente de laborar en dominicales 
y días festivos sin ningún fundamento objetivo en las necesidades de la 
empresa, o en forma discriminatoria respecto a los demás trabajadores 
o empleados;

k) El trato notoriamente discriminatorio respecto a los demás em-
pleados en cuanto al otorgamiento de derechos y prerrogativas laborales 
y la imposición de deberes laborales;

l) La negativa a suministrar materiales e información absolutamente 
indispensables para el cumplimiento de la labor;

m) La negativa claramente injustificada a otorgar permisos, licencias 
por enfermedad, licencias ordinarias y vacaciones, cuando se dan las 
condiciones legales, reglamentarias o convencionales para pedirlos;

n) El envío de anónimos, llamadas telefónicas y mensajes virtuales 
con contenido injurioso, ofensivo o intimidatorio o el sometimiento a 
una situación de aislamiento social.

En los demás casos no enumerados en este artículo, la autoridad 
competente valorará, según las circunstancias del caso y la gravedad de 
las conductas denunciadas, la ocurrencia del acoso laboral descrito en 
el artículo 2°.

Excepcionalmente un sólo acto hostil bastará para acreditar el acoso 
laboral. La autoridad competente apreciará tal circunstancia, según la 
gravedad de la conducta denunciada y su capacidad de ofender por sí 
sola la dignidad humana, la vida e integridad física, la libertad sexual y 
demás derechos fundamentales.

Cuando las conductas descritas en este artículo tengan ocurrencias 
en privado, deberán ser demostradas por los medios de prueba recono-
cidos en la ley procesal civil.

Artículo 8°. Conductas que no constituyen acoso laboral. No consti-
tuyen acoso laboral bajo ninguna de sus modalidades:

a) Las exigencias y órdenes, necesarias para mantener la disciplina 
en los cuerpos que componen las Fuerzas Pública conforme al principio 
constitucional de obediencia debida;

b) Los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legal-
mente corresponde a los superiores jerárquicos sobre sus subalternos;

c) La formulación de exigencias razonables de fidelidad laboral o 
lealtad empresarial e institucional;

d) La formulación de circulares o memorandos de servicio encami-
nados a solicitar exigencias técnicas o mejorar la eficiencia laboral y la 
evaluación laboral de subalternos conforme a indicadores objetivos y 
generales de rendimiento;

e) La solicitud de cumplir deberes extras de colaboración con la em-
presa o la institución, cuando sean necesarios para la continuidad del 
servicio o para solucionar situaciones difíciles en la operación de la 
empresa o la institución;

f) Las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por 
terminado el contrato de trabajo, con base en una causa legal o una justa 
causa, prevista en el Código Sustantivo del Trabajo o en la legislación 
sobre la función pública.

g) La solicitud de cumplir los deberes de la persona y el ciudadano, 
de que trata el artículo 95 de la Constitución.

h) La exigencia de cumplir las obligaciones o deberes de que tratan 
los artículos 55 a 57 del C.S.T, así como de no incurrir en las prohibi-
ciones de que tratan los artículo 59 y 60 del mismo Código.

i) Las exigencias de cumplir con las estipulaciones contenidas en los 
reglamentos y cláusulas de los contratos de trabajo.

j) La exigencia de cumplir con las obligaciones, deberes y prohibi-
ciones de que trata la legislación disciplinaria aplicable a los servidores 
públicos.

Parágrafo. Las exigencias técnicas, los requerimientos de eficiencia 
y las peticiones de colaboración a que se refiere este artículo deberán 
ser justificados, fundados en criterios objetivos y no discriminatorios.

Artículo 9°. Medidas preventivas y correctivas del acoso laboral.

1. Los reglamentos de trabajo de las empresas e instituciones debe-
rán prever mecanismos de prevención de las conductas de acoso labo-
ral y establecer un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y 
efectivo para superar las que ocurran en el lugar de trabajo. Los comités 
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de empresa de carácter bipartito, donde existan, podrán asumir funcio-
nes relacionados con acoso laboral en los reglamentos de trabajo.

2. La víctima del acoso laboral podrá poner en conocimiento del 
Inspector de Trabajo con competencia en el lugar de los hechos, de los 
Inspectores Municipales de Policía, de los Personeros Municipales o de 
la Defensoría del Pueblo, a prevención, la ocurrencia de una situación 
continuada y ostensible de acoso laboral. La denuncia deberá dirigirse 
por escrito en que se detallen los hechos denunciados y al que se anexa 
prueba sumaria de los mismos. La autoridad que reciba la denuncia en 
tales términos conminará preventivamente al empleador para que ponga 
en marcha los procedimientos confidenciales referidos en el numeral 1 
de este artículo y programe actividades pedagógicas o terapias grupales 
de mejoramiento de las relaciones entre quienes comparten una relación 
laboral dentro de una empresa. Para adoptar esta medida se escuchará a 
la parte denunciada.

3. Quien se considere víctima de una conducta de acoso laboral bajo 
alguna de las modalidades descritas en el artículo 2° de la presente ley 
podrá solicitar la intervención de una institución de conciliación auto-
rizada legalmente a fin de que amigablemente se supere la situación de 
acoso laboral.

Parágrafo 1°. Los empleadores deberán adaptar el reglamento de tra-
bajo a los requerimientos de la presente ley, dentro de los tres (4) meses 
siguientes a su promulgación, y su incumplimiento será sancionado ad-
ministrativamente por el Código Sustantivo del Trabajo. El empleador 
deberá abrir un escenario para escuchar las opiniones de los trabajado-
res en la adaptación de que trata este parágrafo, sin que tales opiniones 
sean obligatorias y sin que eliminen el poder de subordinación laboral.

Parágrafo 2°. La omisión en la adopción de medidas preventivas y 
correctivas de la situación de acoso laboral por parte del empleador o 
jefes superiores de la administración, se entenderá como tolerancia de 
la misma.

Parágrafo 3°. La denuncia a que se refiere el numeral 2 de este 
artículo podrá acompañarse de la solicitud de traslado a otra dependen-
cia de la misma empresa, si existiera una opción clara en ese sentido, 
y será sugerida por la autoridad competente como medida correctiva 
cuando ello fuere posible.

Artículo 10. Tratamiento sancionatorio al acoso laboral. El acoso la-
boral, cuando estuviere debidamente acreditado, se sancionará así:

1. Como falta disciplinaria gravísima en el Código Disciplinario 
Unico, cuando su autor sea un servidor público.

2. Como terminación del contrato de trabajo sin justa causa, cuan-
do haya dado lugar a la renuncia o el abandono del trabajo por parte 
del trabajador regido por el Código Sustantivo del Trabajo. En tal caso 
procede la indemnización en los términos del artículo 64 del Código 
Sustantivo del Trabajo.

3. Con sanción de multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos 
legales mensuales para la persona que lo realice y para el empleador 
que lo tolere.

4. Con la obligación de pagar a las Empresas Prestadoras de Salud y 
las Aseguradoras de riesgos profesionales el cincuenta por ciento (50%) 
del costo del tratamiento de enfermedades profesionales, alteraciones 
de salud y demás secuelas originadas en el acoso laboral. Esta obli-
gación corre por cuenta del empleador que haya ocasionado el acoso 
laboral o lo haya tolerado, sin perjuicio a la atención oportuna y debida 
al trabajador afectado antes de que la autoridad competente dictamine 
si su enfermedad ha sido como consecuencia del acoso laboral, y sin 
perjuicio de las demás acciones consagradas en las normas de seguridad 
social para las entidades administradoras frente a los empleadores.

5. Con la presunción de justa causa de terminación del contrato de 
trabajo por parte del trabajador, particular y exoneración del pago de 
preaviso en caso de renuncia o retiro del trabajo.

6. Como justa causa de terminación o no renovación del contrato de 
trabajo, según la gravedad de los hechos, cuando el acoso laboral sea 
ejercido por un compañero de trabajo o un subalterno.

Parágrafo 1º. Los dineros provenientes de las multas impuestas por 
acoso laboral se destinarán al presupuesto de la entidad pública cuya 
autoridad la imponga y podrá ser cobrada mediante la jurisdicción co-
activa con la debida actualización de valor.

Parágrafo 2º. Durante la investigación disciplinaria o el juzgamiento 
por conductas constitutivas de acoso laboral, el funcionario que la esté 
adelantando podrá ordenar motivadamente la suspensión provisional 
del servidor público, en los términos del artículo 157 de la Ley 734 de 
2002, siempre y cuando existan serios indicios de actitudes retaliatorias 
en contra de la posible víctima.

Artículo 11. Garantías contra actitudes retaliatorias. A fin de evitar 
actos de represalia contra quienes han formulado peticiones, quejas y 
denuncias de acoso laboral o sirvan de testigos en tales procedimientos, 
establézcanse las siguientes garantías:

1. La terminación unilateral del contrato de trabajo o la destitución 
de la víctima del acoso laboral que haya ejercido los procedimientos 
preventivos, correctivos y sancionatorios consagrados en la presente 
Ley, carecerán de todo efecto cuando se profieran dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la petición o queja, siempre y cuando la autoridad 
administrativa, judicial o de control competente verifique la ocurrencia 
de los hechos puestos en conocimiento.

2. La formulación de denuncia de acoso laboral en una dependencia 
estatal, podrá provocar el ejercicio del poder preferente a favor del Mi-
nisterio Público. En tal caso, la competencia disciplinaria contra el de-
nunciante sólo podrá ser ejercida por dicho órgano de control mientras 
se decida la acción laboral en la que se discuta tal situación. Esta ga-
rantía no operará cuando el denunciado sea un funcionario de la Rama 
Judicial.

3. Las demás que le otorguen la Constitución, la ley y las convencio-
nes colectivas de trabajo y los pactos colectivos.

Las anteriores garantías cobijarán también a quienes hayan servido 
como testigos en los procedimientos disciplinarios y administrativos de 
que trata la presente ley.

Parágrafo. La garantía de que trata el numeral uno no regirá para los 
despidos autorizados por el Ministerio de la Protección Social confor-
me a las leyes, para las sanciones disciplinarias que imponga el Minis-
terio Público o las Salas Disciplinarias de los Consejos Superiores o 
Seccionales de la Judicatura, ni para las sanciones disciplinarias que se 
dicten como consecuencia de procesos iniciados antes de la denuncia o 
queja de acoso laboral.

Artículo 12. Competencia. Corresponde a los jueces de trabajo con 
jurisdicción en el lugar de los hechos adoptar las medidas sancionato-
rias que prevé el artículo 10 de la presente Ley, cuando las víctimas del 
acoso sean trabajadores o empleados particulares.

Cuando la víctima del acoso laboral sea un servidor público, la com-
petencia para conocer de la falta disciplinaria corresponde al Ministerio 
Público o a las Salas Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Su-
perior y Seccionales de la Judicatura, conforme a las competencias que 
señala la ley.

Artículo 13. Procedimiento sancionatorio. Para la imposición de las 
sanciones de que trata la presente Ley se seguirá el siguiente procedi-
miento:
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Cuando la competencia para la sanción correspondiere al Ministerio 
Público se aplicará el procedimiento previsto en el Código Disciplina-
rio Único.

Cuando la sanción fuere de competencia de los Jueces del Trabajo 
se citará a audiencia, la cual tendrá lugar dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la presentación de la solicitud o queja. De la iniciación del 
procedimiento se notificará personalmente al acusado de acoso labo-
ral y al empleador que lo haya tolerado, dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la solicitud o queja. Las pruebas se practicarán 
antes de la audiencia o dentro de ella. La decisión se proferirá al finali-
zar la audiencia, a la cual solo podrán asistir las partes y los testigos o 
peritos. Contra la sentencia que ponga fin a esta actuación procederá el 
recurso de apelación, que se decidirá en los treinta (30) días siguientes 
a su interposición. En todo lo no previsto en este artículo se aplicará el 
Código Procesal del Trabajo.

Artículo 14. Temeridad de la queja de acoso laboral. Cuando, a 
juicio del Ministerio Público o del juez laboral competente, la queja 
de acoso laboral carezca de todo fundamento fáctico o razonable, se 
impondrá a quien la formuló una sanción de multa entre medio y tres 
salarios mínimos legales mensuales, los cuales se descontarán sucesiva-
mente de la remuneración que el quejoso devengue, durante los seis (6) 
meses siguientes a su imposición.

Igual sanción se impondrá a quien formule más de una denuncia o 
queja de acoso laboral con base en los mismos hechos.

Los dineros recaudados por tales multas se destinarán a la entidad 
pública a que pertenece la autoridad que la impuso.

Artículo 15. Llamamiento en garantía. En los procesos relativos a 
nulidad y restablecimiento del derecho en los cuales se discutan vicios 
de legalidad de falsa motivación o desviación de poder, basados en he-
chos que pudieran ser constitutivos de acoso laboral, la parte demanda-
da podrá, en el término de fijación en lista, llamar en garantía al autor 
de la conducta de acoso.

Artículo 16. Suspensión de la evaluación y calificación del desem-
peño laboral. Previo dictamen de la entidad promotora de salud EPS 
a la cual está afiliado el sujeto pasivo del acoso laboral, se suspenderá 
la evaluación del desempeño por el tiempo que determine el dictamen 
médico.

Artículo 17. Sujetos procesales. Podrán intervenir en la actuación 
disciplinaria que se adelante por acoso laboral, el investigado y su de-
fensor, el sujeto pasivo o su representante, el Ministerio Público, cuan-
do la actuación se adelante en el Consejo Superior o Seccional de la 
Judicatura o en el Congreso de la República contra los funcionarios a 
que se refiere el artículo 174 de la Constitución Nacional.

Artículo 18. Caducidad. Las acciones derivadas del acoso laboral 
caducarán seis (6) meses después de la fecha en que hayan ocurrido las 
conductas a que hace referencia esta ley.

Artículo 19. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga o modifica todas las que le sean contrarias o 
incompatibles.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

LEY 1011 DE 2006

(enero 23)

por medio de la cual se autoriza y reglamenta la actividad de la  
Helicicultura y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. La presente ley tiene por objeto autorizar la explotación 
del caracol terrestre del género Hélix y sus diferentes especies, y regla-
mentar la actividad de la helicicultura, preservando el medio ambiente 
y garantizando la salubridad pública. Para estos efectos se tendrán en 
cuenta las actividades relacionadas con el establecimiento de zoocria-
deros, a partir de la recolección y selección de caracol terrestre del ge-
nero Hélix, de los ejemplares establecidos y adaptados en las diferentes 
regiones del país.

Artículo 2°. Zonas de Vocación Helicícola. Denomínanse Zonas de 
Vocación helicícola las regiones del país donde se encuentran los cara-
coles terrestres del género Hélix. A partir de esta ley, dichas regiones 
quedan declaradas como zonas aptas para el cultivo de este género de 
caracol y en ellas se permitirá la explotación de la actividad helicícola, 
atendiendo las instrucciones que sobre manejo ambiental definan las 
respectivas autoridades.

Los zoocriaderos de caracol terrestre del género Hélix y sus diferen-
tes especies podrán funcionar en las modalidades extensiva, intensiva o 
mixta y bajo sistemas abiertos, cerrados o mixtos.

Artículo 3°. Política Ambiental. Todo zoocriadero de caracol terres-
tre del género Hélix que funcione en el país debe establecer y mante-
ner un Sistema de Administración Ambiental apropiado para la escala 
e impacto ambiental que genere el proceso zoocría sobre los recursos 
naturales y que cumpla como mínimo con los siguientes requisitos:

Incluir compromisos de mejoramiento continuo, prevención de la con-
taminación y cumplimiento de la legislación y regulaciones vigentes.

Contener el marco operativo del programa regional, para ejecutar y 
revisar los objetivos y las metas ambientales.

Establecer un sistema de documentación de principios y procesos, 
que sean conocidos y practicados por todas las personas involucradas, 
asignando responsabilidades a cada uno.

Establecer unos objetivos y metas ambientales para medir la magni-
tud del impacto, que genera la actividad de zoocría, en términos de:

• Severidad del impacto (Magnitud del daño)

• Probabilidad de ocurrencia (Riesgo)

• Permanencia del Impacto (Duración en el Tiempo).

Artículo 4°. Plan de Manejo Ambiental. Además del Sistema de Ad-
ministración Ambiental, los zoocriaderos de caracol terrestre del géne-
ro Hélix deben disponer de los siguientes instrumentos para el manejo 
administrativo ambiental de sus procesos:
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a) Memorias técnicas, diseños y planos de las instalaciones del zo-
ocriadero;

b) Diagrama de flujo del proceso;

c) Manual de operación y mantenimiento de equipos utilizados;

d) Cronograma de actividades diarias, semanales, mensuales y anua-
les;

e) Manejo y disposición final de subproductos de la zoocría;

f) Plan de manejo paisajístico y de repoblación vegetal;

g) Plan de educación continua.

Artículo 5°. Plan de Manejo Sanitario. Con el fin de garantizar la 
producción limpia en los zoocriaderos de caracol terrestre del género 
Hélix, se debe tener en cuenta, como mínimo, el siguiente Plan de Ma-
nejo Sanitario:

En cualquiera de las modalidades y sistemas de cría se realizarán 
cuatro (4) revisiones sanitarias por año y se registrarán todas las obser-
vaciones y/o actividades de manejo sanitario allí realizadas en un Libro 
de Registro de Revisión Sanitaria.

Se autorizará el uso de antibióticos como método preventivo o cu-
rativo en todos los sistemas de cría, siempre y cuando así lo autorice 
formalmente el país comprador.

Se respetarán todas las referencias técnicas de manejo referidas a la 
prevención de enfermedades consignadas en el Protocolo de Produc-
ción, que será concertado entre los representantes del gremio, la comu-
nidad científica y el Instituto Colombiano Agropecuario ICA.

Todo material contaminado, así como los caracoles muertos, serán 
incinerados en un lugar construido para tal fin. De cada incineración se 
levantará un acta, en la cual constará la fecha y hora de su realización, la 
cantidad y características de los caracoles y material incinerados. Esta 
obligación se puede cumplir mediante la recolección del material por 
parte de una empresa de recolección domiciliaria de residuos patológi-
cos legalmente reconocida.

No se permitirá la acumulación de residuos tanto en el interior como 
en el exterior del zoocriadero. Estos deberán ser almacenados en bolsas 
de polietileno que diariamente se llevarán al exterior de los zoocriade-
ros, dándole cumplimiento a lo previsto en el anterior literal.

Para la limpieza de bandejas y/o recipientes de cría, comederos, be-
bederos y ponederos se utilizará agua en una dilución al 1% con hipo-
clorito de sodio.

Se dispondrá de un sistema eficaz de evacuación de efluentes y aguas 
residuales, que debe funcionar de manera permanente.

Artículo 6°. Verificación. Las autoridades ambientales y sanitarias 
podrán verificar en cualquier momento el cumplimiento de los requisi-
tos establecidos en esta ley.

Artículo 7°. El Gobierno Nacional reglamentará todo lo relacionado 
con insumos, recolección, cultivo, transporte, procesamiento, comer-
cialización, importación y exportación del caracol terrestres del género 
Hélix.

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulga-
ción.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Felipe Arias Leiva. 

LEY 1012 DE 2006

(enero 23)

por medio de la cual se reforman los artículos 111 y 114 de la  
Ley 30 de 1992, sobre Créditos  Departamentales y Municipales  

para la Educación Superior

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 111 de la Ley 30 de 1992 quedará así:

Artículo 111. Con el fin de facilitar el ingreso y permanencia en las 
instituciones de educación superior a las personas de escasos ingresos 
económicos, la Nación, las entidades territoriales y las propias institu-
ciones de este nivel de educación, establecerán una política general de 
ayudas y créditos para los mencionados estudiantes. Su ejecución le 
corresponderá al Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior, Icetex, y a los Fondos Educativos Departamen-
tales y Municipales que para tales fines se creen. Estas entidades deter-
minarán las modalidades o parámetros para el pago que por concepto 
de derechos pecuniarios hagan efectivas las instituciones de educación 
superior.

Artículo 2°. El artículo 114 de la Ley 30 de 1992 quedará así:

Artículo 114. Los recursos fiscales de la Nación destinados a becas 
o a créditos educativos universitarios en Colombia, deberán ser girados 
exclusivamente al Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estu-
dios Técnicos en el Exterior, Icetex, y a él corresponde su administra-
ción.

Parágrafo 1°. Los recursos que por cualquier concepto reciban las 
distintas entidades del Estado para ser utilizados como becas, subsidios 
o créditos educativos, deberán ser trasladados al Instituto Colombiano 
de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior, Icetex, o a los 
Fondos Educativos que para fines de crédito se creen en las entidades 
territoriales a las que se refiere el parágrafo 2° del presente artículo.

Parágrafo 2°. Los departamentos y municipios podrán crear o cons-
tituir con sus recursos propios, fondos destinados a créditos educativos 
universitarios.

Parágrafo 3°. El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Es-
tudios Técnicos en el Exterior, Icetex, y los Fondos Educativos en el 
respectivo nivel territorial adjudicarán los créditos y becas teniendo en 
cuenta entre otros los siguientes parámetros:

a) Excelencia académica;

b) Nivel académico debidamente certificado por la institución edu-
cativa respectiva;

c) Escasez de recursos económicos del estudiante debidamente com-
probados;
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d) Distribución regional proporcional al número de estudiantes;

e) Distribución adecuada para todas las áreas del conocimiento.

Parágrafo 4°. Las Asambleas y los Consejos en el momento de crea-
ción del Fondo Educativo darán estricto cumplimiento a lo dispuesto en 
el artículo 7° de la Ley 819 de 2003.

De igual manera, la entidad otorgante de crédito dará prioridad labo-
ral a sus beneficiarios profesionales.

Parágrafo 5°. En toda cuestión sobre créditos educativos que no pu-
diere regularse conforme a las reglas de esta ley se aplicará las disposi-
ciones que rigen los créditos educativos del Icetex.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White. 

LEY 1013 DE 2006

(enero 23)

por la cual se modifica el artículo 14 de la Ley 115 de 1994

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo l°. Modifíquese el literal a) del artículo 14 de la Ley 115 de 
1994, quedará así:

a) “El estudio, la comprensión y la práctica de la Constitución y la 
instrucción cívica, será materializada en la creación de una asignatura 
de Urbanidad y Cívica, la cual deberá ser impartida en la educación 
preescolar, básica y media, de conformidad con el artículo 41 de la 
Constitución Política”.

Artículo 2°. Modifíquese el literal d) del artículo 14 de la Ley 115 de 
1994, el cual quedará así:

“La Educación para la Justicia, la Paz, la Democracia, la Solidari-
dad, la Confraternidad, la Urbanidad, el Cooperativismo y en general la 
formación de los valores humanos, y

Artículo 3°. Urbanidad. Debe entenderse por urbanidad todas aque-
llas orientaciones sencillas acerca del comportamiento humano que tie-
nen como fin mejorar la convivencia social.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional reglamentará lo pertinente para 
el cabal cumplimiento de la presente ley en un término no mayor a 90 
días.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su sanción y 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Claudia Blum de Barberi.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Julio E. Gallardo Archbold.

El Secretario General de la honorable Cámara de Represen- 
tantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 23 de enero de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.
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